	


SALA CONSTITUCIONAL

Magistrado-Ponente: FRANCISCO CARRASQUERO LÓPEZ
Mediante oficio nº 173-04 del 12 de marzo de 2004, el Juzgado Superior Primero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, remitió a esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, copia certificada de las actas contenidas en el expediente nº 032359, de la nomenclatura del mencionado órgano jurisdiccional, referidas a las acciones de amparo constitucional interpuestas, cada una por su parte, por las ciudadanas MIRLA THAMARA TOVAR QUINTANA, ZENAIDA RAMÍREZ MANRÍQUE, YOLIMAR GONZÁLEZ LISCANO, ZENAIDA FERNÁNDEZ y MARÍA ISOLÍNA SALAS, venezolanas, mayores de edad y titulares de las cédulas de identidad números 10.276.527, 11.195.267, 11.107.720, 8.680.783 y 8.823.699, respectivamente, todas asistidas por el abogado José Gregorio Bravo, titular de la cédula de identidad nº 2.141.954 e inscrito en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo el nº 24.379; contra las sentencias dictadas el 29 de octubre de 2002, por el Juzgado Primero de Primera Instancia del Trabajo del Circunscripción Judicial del Estado Miranda, en los juicios por calificación de despido incoados por las ciudadanas antes identificadas, contra Textiles Intexca. C.A., sociedad mercantil inscrita en el Registro Mercantil Tercero de la Circunscripción Judicial del Distrito Federal (hoy Distrito Capital) y Estado Miranda, el 18 de noviembre de 1998, bajo el nº 47, tomo 17-A-Sdo.

Tal remisión se efectuó en virtud de la apelación ejercida, el 12 de febrero de 2004, por el abogado Julio C. Ledesma G., actuando en su carácter de apoderado judicial de Textiles Intexa, C.A., tercera interesada en el presente proceso de amparo constitucional; contra la sentencia publicada por el antes mencionado Juzgado Superior del Trabajo, el 9 de febrero del mismo año, que declaró con lugar la tutela constitucional solicitada.
Recibido el expediente, la Sala dio cuenta del mismo el 21 de abril de 2004 y designó ponente al Magistrado doctor José Manuel Delgado Ocando. Acordada la jubilación de éste, asumió la ponencia la Magistrada doctora Carmen Zuleta de Merchán. Posteriormente, en virtud del nombramiento efectuado por la Asamblea Nacional el 13 de diciembre de 2004, asume la presente ponencia el Magistrado doctor Francisco Carrasquero López y con tal carácter la suscribe.
Realizado el estudio de la causa y siendo la oportunidad procesal para ello, se pasa a decidir la apelación ejercida en los términos siguientes:

I
ANTECEDENTES
Como antecedentes del caso se señalan:

1.- El 29 de julio de 2002, el Juzgado del Municipio Carrizal de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda declaró sin lugar las acciones de calificación de despido interpuestas por las ciudadanas Mirla Thamara Tovar Quintana, Zenaida Ramírez Manríque, Yolimar González Liscano, Zenaida Fernández y María Isolína Salas, antes identificadas, contra Textiles Intexca, C.A.

2.- El 29 de octubre de 2002, el Juzgado Primero de Primera Instancia del Trabajo de la misma Circunscripción Judicial declaró sin lugar los recursos de apelación ejercidos por el apoderado judicial de las ciudadanas Mirla Thamara Tovar Quintana, Zenaida Ramírez Manríque, Yolimar González Liscano, Zenaida Fernández y María Isolína Salas, contra las respectivas decisiones judiciales que declararon sin lugar las acciones por calificación de despido por ellas interpuestas.

3.- El 2 de abril de 2003, las ciudadanas Mirla Thamara Tovar Quintana, Zenaida Ramírez Manríque, Yolimar González Liscano y Zenaida Fernández; y el 3 del mismo mes y año, la ciudadana María Isolína Salas; incoaron acción de amparo constitucional contra las sentencias dictadas el 29 de octubre de 2003, por el Juzgado Primero de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, antes referidas. 

4.- El 22 de abril de 2003, el Juzgado Superior Primero del Trabajo de la mencionada Circunscripción Judicial, ordenó la acumulación de las causas referidas a las acciones de amparo constitucional antes aludidas, por considerar que entre las pretensiones incoadas existe identidad del sujeto señalado como presunto agraviante (Juzgado Primero de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda), así como de la demandada en los juicios en los cuales se produjeron las decisiones impugnadas (Textiles Intexca, C.A.) y de la causa que motiva la tutela constitucional solicitada (presuntas infracciones constitucionales atribuidas a decisiones dictadas en juicios de estabilidad laboral en las cuales se alegaron y probaron las mismas circunstancias de hecho y de derecho). En la misma fecha, el mencionado Juzgado Superior admitió las aciones interpuestas y ordenó notificar de ello al órgano jurisdiccional señalado como presunto agraviante, así como a Textiles Intexca, C.A., parte demandada en los juicios en los cuales se produjeron las sentencias impugnadas, y al Ministerio Público.

5.- El 29 de abril de 2003, se celebró la audiencia pública prevista en el artículo 26 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, a la cual asistieron el abogado José Gregorio Bravo, en su carácter de abogado asistente de las accionantes; y la abogada Yandy Coromoto Pérez Morantes, en su carácter de apoderada judicial de Textiles Intexca, C.A. En la referida audiencia el juez de la causa ordenó la realización de sendas inspecciones judiciales, una de ellas, en la sede del Juzgado del Municipio Carrizal de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, con el propósito de analizar todas las actuaciones contenidas en los expedientes números 2427-002, 2429-002, 2425-02, 2432-02 y 2426-02, correspondientes a los procesos por calificación de despido incoados por las hoy accionantes en amparo, contra Textiles Intexca, C.A.; y la otra, en la sede del Registro Mercantil Tercero de la Circunscripción Judicial del Distrito Federal (hoy Distrito Capital) y Estado Miranda, a fin de dejar constancia del objeto social, identificación de los accionistas y representantes, así como del  funcionamiento de las de las sociedades mercantiles Textiles Intexca, C.A. e Industrias Rincontex, C.A.  Por ello, para cumplir con las diligencias probatorias antes señaladas, el juzgado de la causa difirió la continuación de la audiencia para el 30 de abril de 2003.

6.- El 30 de abril de 2003, el ciudadano Hermann Vásquez Flores, Juez Superior Primero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, se inhibió de conocer de la causa, por considerar que se encontraba incurso en la causal establecida en el numeral 9 del artículo 82 del Código de Procedimiento Civil.

7.- El 2 de junio de 2003, la ciudadana Delia Rojas Rosa, en su carácter de jueza accidental designada por la Comisión Judicial de este Tribunal Supremo de Justicia, se avocó al conocimiento de la incidencia de inhibición planteada.  El 10 del mismo mes y año, la inhibición propuesta fue declarada sin lugar. 

8.- El 19 de junio de 2003, se reanudó la audiencia pública iniciada el 29 de abril del mismo año, a la cual sólo comparecieron las accionantes y su abogado asistente. En el referido acto procesal se dictó el dispositivo del fallo que declaró con lugar las acciones de amparo interpuestas.  El fallo in extenso fue publicado el 9 de febrero de 2004.

9.- El 12 de febrero de 2004, el apoderado judicial de Textiles Intexca, C.A. apeló el fallo antes referido.

II

DE LA ACCIÓN DE AMPARO

Las acciones de amparo interpuestas, de manera idéntica, se fundamentan en los argumentos que se resumen a continuación.

1.- Que Textiles Intexca, C.A. acostumbra a dar vacaciones colectivas a sus trabajadores en el mes de diciembre de cada año y, en contravención a la ley, cancela vacaciones, utilidades y la antigüedad correspondiente al artículo 108 de la Ley Orgánica del Trabajo.

2.- Que a diferencia de los años anteriores, en diciembre de 2001, no se les canceló las vacaciones, utilidades y la antigüedad acostumbrada, pues el patrono manifestó a los trabajadores que, con motivo de la mudanza de la empresa a la población de Carrizal, ésta no disponía de fondos suficientes para honrar los aludidos pagos; sin embargo, informó a los trabajadores que el 7 de enero de 2002, cuando se reintegren al trabajo, les cancelaría lo correspondiente.

3.-  Que el 7 de enero de 2002, la mencionada empresa no dejó que se reintegraran a sus labores, por lo que incoaron ante el Juzgado del Municipio Carrizal de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda acción de calificación de despido.

4.-  Que el 29 de julio de 2002, el aludido Juzgado de Municipio declaró sin lugar la solicitud de calificación de despido, por considerar que la hoja de cálculo de prestaciones sociales, es asimilable a una renuncia a la relación de trabajo.

5.- Que contra la decisión dictada por el prenombrado Juzgado de Municipio ejercieron recurso de apelación ante el Juzgado Primero de Primera Instancia del Trabajo de la misma Circunscripción Judicial, el cual, en flagrante violación de los artículos 4, 87, 89 y 93 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela y 3, 10 y 112 de la Ley Orgánica del Trabajo en concordancia con el artículo 6 del Código Civil, declaró sin lugar los recursos ejercidos.

6.- Que el Juzgado Primero de Primera Instancia del Trabajo, antes mencionado, dictó las sentencias impugnadas sin acatar el nuevo orden constitucional, así como, en infracción a lo establecido en la Ley Orgánica del Trabajo con respecto a la irrenunciabilidad de los derechos laborales y a la estabilidad en el trabajo, con lo cual vulneró el orden público constitucional.

7.- Que el presunto agraviante, por el sólo hecho de haber cobrado las accionantes las cantidades correspondientes a la prestación de antigüedad, como cada año lo han hecho, y con fundamento probatorio en la firma estampada en una hoja de cálculo de prestaciones presentada por el patrono, juzgó que las accionantes habían renunciado a sus derechos laborales, sin examinar las actas procesales para constatar si en autos, cursa algún documento en el cual las accionantes manifiestan de manera expresa su voluntad de renunciar a sus derechos.

8.- Que cancelar anualmente lo correspondiente a la prestación de antigüedad, no está autorizada por el artículo 3 de la Ley Orgánica del Trabajo, ni por el artículo 10 de su Reglamento. Por lo tanto, el patrono no está facultado para suspender unilateralmente el contrato de trabajo. 

10.- Con fundamento en lo anterior, solicitaron que se declare la nulidad de las sentencias impugnadas y se ordene el reenganche de las accionantes, con el pago de los salarios dejados de percibir.

III

DEL FALLO APELADO
El Juzgado Superior Primero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, fundamentó el fallo apelado en los razonamientos que se resumen a continuación:

1.- Que mediante la inspección judicial realizada el 30 de abril de 2003, en los expedientes números 2429-002, 2427-002, 2423-002, 2426-002 y 2625-002 de la nomenclatura del Juzgado del Municipio Carrizal de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, correspondientes a los juicios de estabilidad laboral incoados por las hoy accionantes en amparo, así  como, de la inspección judicial realizada el 19 de junio del mismo año, en el Registro Mercantil Tercero de la Circunscripción Judicial del Distrito Federal (hoy Distrito Capital) y Estado Miranda, a los expedientes correspondientes a las sociedades mercantiles Textiles Intexca, C.A. y Rincontex, C.A.; se constato la veracidad de los hechos alegados por las accionantes, referidos a la sustitución de patronos en fraude de sus derechos laborales, en virtud de evidenciarse que socios principales de Rincontex, C.A. y la demandada Textiles Intexca, C.A., son miembros del mismo grupo familiar y se encuentran sometidas a una administración común, por lo que constituyen una unidad económica de carácter permanente.

2.- Que de la lectura de las decisiones impugnadas en amparo, no se evidencia pronunciamiento alguno referente al alegato referido a la sustitución de patrono en fraude de los derechos laborales de las accionantes, entre Rincontex, C.A. y Textiles Intexca, C.A. De igual forma, no se aprecia pronunciamiento respecto de la defensa alegada por la empresa demandada relativo al presunto cese de su giro comercial que implicó la liquidación de todo el personal, acordado mediante Acta de Asamblea General Extraordinaria de Accionistas del 12 de diciembre de 2001.

3.- Que los alegatos cuyo análisis fue omitido por el presunto agraviante, constituyen argumentos esenciales para la pretensión de las partes, pues,  necesariamente, incidirían en la solución favorable a su respectiva pretensión, ya que, de demostrarse tales aseveraciones, ello conduciría o bien a la existencia de una relación laboral o su extinción sin solución de continuidad.

4.- Que en el caso de autos, al omitirse el examen de tales alegatos, se modificaron de forma sustancial los términos de la controversia y, por consiguiente, se produjo el vicio de incongruencia omisiva, así como la vulneración de los derechos a la defensa y al debido proceso, y con ello, una infracción al principio de contradicción, lesivo al derecho a la tutela judicial efectiva.

5.- Sobre la base de los anteriores razonamientos, declaró con lugar las acciones de amparo interpuestas, anuló las sentencias impugnadas y ordenó remitir copia certificada de la aludida decisión al Tribunal Primero de Primer Instancia de Juicio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, con competencia en el régimen procesal transitorio, a fin de que éste órgano jurisdiccional proceda a dictar sentencia en el lapso de treinta (30) día siguientes a su recepción.

IV

DE LA APELACIÓN

El apoderado judicial de Textiles Intexca, C.A. fundamentó el recurso de apelación interpuesto, en los términos siguientes:

1.- Que el fallo apelado declaró con lugar las acciones de amparo propuestas, con fundamento en la supuesta vulneración del derecho a la defensa y la garantía del debido proceso, a pesar de que tales derechos y garantías no fueron denunciados como violados por las accionantes.

2.- Que la accionantes en sus respectivos escritos de amparo, así como en las instancias de la jurisdicción del trabajo, no denunciaron o solicitaron que se probara si había o no sustitución de patrono.

3.- Que el sentenciador del fallo apelado, tomo en cuenta circunstancias que no fueron controvertidas en las instancias ordinarias, por cuanto la acción de estabilidad laboral se circunscribe a calificar el despido como justificado o injustificado, con el propósito de obtener una sentencia que ordene la reincorporación inmediata del trabajador y el pago de los salarios dejados de percibir, razón por la cual, los jueces que conocieron de las causas no se pronunciaron al respecto. 

4.-  Que en los procesos en los cuales se produjeron los fallos impugnados en amparo, no hubo vulneración alguna del derecho a la defensa o a la garantía del  debido proceso, ya que las partes tuvimos la misma oportunidad de acudir a los órganos de la Administración de Justicia a demostrar y sustentar nuestras respectivas defensas.

5.- Que los jueces que resolvieron, en sus correspondientes grados de jurisdicción, las pretensiones de las accionantes, sentenciaron de acuerdo a lo alegado y probado en los respectivos juicios, razón por la cual, las actoras vencidas no pueden procurar, por vía del amparo constitucional, obtener una sentencia favorable a su pretensión, con el alegato de presuntas violaciones constitucionales.

6.- Que los jueces de instancia no se extralimitaron en sus funciones, ya que sus decisiones fueron ajustadas a los supuestos procesales establecidos en las normas que, para la época, regían el procedimiento de estabilidad laboral, por lo cual, no actuaron en usurpación de funciones ni se extralimitaron en el ejercicio de  su competencia jurisdiccional.

7.- Con fundamento en lo anterior, solicitó que se declare con lugar la apelación interpuesta y, en consecuencia, se revoque el fallo apelado.

V
DE LA COMPETENCIA
Esta Sala pasa a pronunciarse acerca de su competencia para conocer de la  apelación ejercida y, al respecto, advierte lo siguiente:

De conformidad con el literal b) de la Disposición Derogatoria, Transitoria y Final de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia -que permite a la Sala Constitucional de este Alto Tribunal integrar el régimen procesal del amparo, a través de interpretaciones vinculantes realizadas sobre la base de los artículos 335 y 266.1 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela- esta Sala reitera la doctrina asentada en su sentencia n° 01/2000 del 20 de enero, caso: Emery Mata Millán, en la que estableció su competencia para conocer de las apelaciones y de las consultas que, de acuerdo con el artículo 35 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, se ejerzan o se ordenen, según sea el caso, contra decisiones dictadas por los Juzgados Superiores de la República (con excepción de las decisiones proferidas por los Tribunales Superiores con competencia en lo Contencioso-Administrativo, salvo que conozcan en materia civil), las Cortes de lo Contencioso-Administrativo y las Cortes de Apelaciones en lo Penal, proferidas en juicios de amparo constitucional, cuando conozcan de dichas acciones como Tribunales de Primera Instancia; y conforme lo dispone el articulo 5.19 de la Ley que rige las funciones de este Tribunal Supremo de Justicia. 

En el presente caso, se somete al conocimiento de esta Sala Constitucional el recurso de apelación ejercido por el apoderado judicial de Textiles Intexca, C.A. (tercera interesada), contra el fallo dictado, en primer grado de jurisdicción, por el Juzgado Superior Primero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda en un proceso de amparo constitucional, por tanto, esta Sala resulta competente para conocer y resolver el recurso ejercido. Así se declara.

VI
MOTIVACIÓN PARA DECIDIR
Una vez establecida la competencia de esta Sala para conocer de la apelación interpuesta y precisados los límites de la controversia planteada, pasa ahora a pronunciarse sobre la misma, en los términos que siguen:

Las acciones de amparo constitucional incoadas contra las sentencias  dictadas el 29 de octubre de 2002, por el Juzgado Primero de Primera Instancia del Trabajo del Circunscripción Judicial del Estado Miranda, en los juicios de estabilidad laboral incoados por las ciudadanas Mirla Thamara Tovar Qintana, Zenaida Ramírez Manríque, Yolimar González Liscano, Zenaida Fernández y María Isolína Salas, contra Textiles Intexca. C.A., se fundamentan en la presunta violación del derecho al trabajo, a la irrenunciabilidad de los derechos laborales, a la estabilidad laboral y el orden público, por infracción de los artículos 4, 87, 89 y 93 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela y 3, 10 y 112 de la Ley Orgánica del Trabajo en concordancia con el artículo 6 del Código Civil,  

Al respecto, las accionantes denunciaron que el presunto agraviante, en flagrante violación de los artículos 4, 87, 89 y 93 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela y 3, 10 y 112 de la Ley Orgánica del Trabajo, en concordancia con el artículo 6 del Código Civil, declaró sin lugar los recursos de apelación por ellas ejercidos contra las sentencias proferidas el 29 de julio de 2002, por el Juzgado del Municipio Carrizal de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, mediante las cuales se declaró sin lugar las respectivas solicitudes de calificación de despido incoadas contra Textiles Intexca, C.A. En tal sentido, alegaron que el presunto agraviante juzgó que habían renunciado a sus derechos laborales, por haber percibido las cantidades correspondientes a la prestación de antigüedad, a pesar de que éstas no manifestaron expresamente su voluntad de renunciar. 

Ahora bien, del análisis de lo alegado, la Sala observa que las accionantes objetan la valoración dada por el Juez de alzada a los argumentos que fundamentaron los recursos de apelación por ellas interpuestos. Ello así, se advierte que, en  sentencia nº 250/2000 del 25 de abril, caso: José Luis Rodríguez Macias, determinó lo siguiente:

"Constitucionalmente, los jueces gozan de autonomía e independencia al decidir, por lo que si bien deben ajustarse a la Constitución y a las leyes al resolver una controversia, disponen de un amplio margen de valoración del derecho aplicable a cada caso, por lo cual pueden interpretarlo y ajustarlo a su entendimiento, como actividad propia de su función de juzgar, por lo que, ello escapa de la revisión que podría hacerse por la vía de amparo constitucional contra sentencia. El margen de apreciación del juez no puede ser el objeto de la acción de amparo contra sentencia, y así ha sido criterio reiterado de este Máximo Tribunal, cuando la parte desfavorecida en un juicio plantea, por la vía del amparo constitucional, su inconformidad con lo fallado bajo el disfraz de violaciones de derechos fundamentales”. 

Así pues, la acción de amparo contra decisiones judiciales no es un medio procesal para replantear un asunto ya decidido por otro órgano jurisdiccional mediante sentencia definitivamente firme, por cuanto el juez de amparo no puede actuar como una tercera instancia, sino como garante de la constitucionalidad, a fin de proteger los derechos y garantías constitucionales de quien los invoque.

En el caso de autos, la Sala considera que las accionantes pretenden, a través del amparo constitucional, replantear un asunto conocido y decidido en dos instancias, y obtener así una tercera decisión sobre la misma controversia.

En virtud de lo anterior, esta Sala difiere del juzgamiento realizado por el a quo, por cuanto no es posible que el juez constitucional revise el juzgamiento realizado por el presunto agraviante con respecto a la consideración de los alegatos de las partes y a la valoración dada a las pruebas traídas a los autos. Mucho menos, puede verificar hechos relativos a la controversia que se ventilaron en los juicios en los cuales se produjeron las sentencias impugnadas, tal como lo hizo al practicar las inspecciones judiciales en los expedientes referidos los juicios de estabilidad laboral incoados por las accionantes, y en los expedientes de Textiles Intexca, C.A. y Rincontex, C.A., llevados por el Registro Mercantil Tercero de la Circunscripción Judicial del Distrito Federal (hoy Distrito Capital) y Estado Miranda.

Por otra parte, esta Sala tampoco considera que la supuesta falta de pronunciamiento del presunto agraviante con respecto al alegato referido a la sustitución de patrono en fraude de los derechos laborales de las accionantes, entre Rincontex, C.A. y Textiles Intexca, C.A.; así como, con respecto al cese del giro comercial de Textiles Intexca, C.A, que implicó la liquidación de todo el personal, haya modificado los términos de la controversia, por cuanto, el procedimiento especial de estabilidad laboral, sólo persigue que al trabajador se le califique el despido para determinar si éste se ejecutó con o sin justa causa y, en consecuencia, en este último caso, acordar el reenganche con el pago de los salarios dejados de percibir.

De allí que, cuando el patrono despide sin justa causa al trabajador y le realiza el pago de su antigüedad de conformidad con las indemnizaciones previstas en el artículo 125 de la Ley Orgánica del Trabajo, o aun en forma simple, el trabajador pierde inmediatamente el derecho a solicitar la calificación de despido mediante el indicado procedimiento especial de estabilidad laboral, ya que sólo por haber recibido el pago de los conceptos contenidos en la norma antes señalada, acepta tácitamente la ruptura de la relación de trabajo por voluntad unilateral del patrono y, en caso de inconformidad con el monto puede demandar el pago de la diferencia por vía del juicio ordinario. En tal sentido se ha pronunciado la Sala de Casación Social de este Tribunal Supremo de Justicia en sentencia nº 461/2004 del 25 de mayo, caso: J.A. Peñaranda contra Fábrica Venezolana de Camas, C.A.(FAVECA), entre otras.  

En virtud de lo anterior, esta Sala considera que las sentencias impugnadas no lesionaron los derechos y garantías constitucionales de las accionantes, ya que, una vez demostrado en autos que las accionantes, cada una por su parte, aceptó el pago correspondiente a la prestación de antigüedad, éstas aprobaron tácitamente la terminación de la relación de trabajo por voluntad del patrono y, en consecuencia, carecían de cualidad procesal para demandar la calificación del despido mediante el juicio de estabilidad laboral. Así las cosas, esta Sala constata que el presunto agraviante no actuó fuera de su competencia constitucional ni lesionó a las accionantes su derecho a la defensa ni la garantía del debido proceso. Así se declara.

En otro orden de ideas, la Sala observa que el a quo, después de iniciada la audiencia pública del caso, se inhibió de conocer de las acciones propuestas, por considerar que se encontraba incurso en la causal establecida en el numeral 9 del artículo 82 del Código de Procedimiento Civil. Sin embargo, también se observa que el juzgador de la primera instancia, a pesar de haber planteado la incidencia referida a su incompetencia subjetiva, no remitió de inmediato las actuaciones a otro tribunal  o, en caso de no existir en la circunscripción judicial algún otro órgano jurisdiccional competente por la materia, convocar al respectivo suplente para integrar el juzgado accidental que seguiría conociendo de la causa.  

Tal conducta, no sólo constituye una infracción a lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, sino que resulta contraria a la naturaleza breve del amparo, la cual ha sido reconocida de manera reiterada por la doctrina de esta Sala, por lo tanto, se insta al ciudadano Hermann Vásquez Flores, Juez Superior Primero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, a que en lo sucesivo proceda a tramitar las incidencias de inhibición conforme lo establecido en la mencionada norma legal. Así también se declara.

Por último, la Sala advierte que el dispositivo del fallo apelado fue pronunciado por el a quo el 19 de junio de 2003, en la oportunidad en que se reanudó la audiencia pública iniciada el 29 de abril del mismo año. No obstante, el fallo in extenso fue publicado el 9 de febrero de 2004, una vez transcurridos más de siete (7) meses.  Constatado lo anterior, la Sala considera que tal demora en la publicación de la sentencia constituye una falta grave e inexcusable por parte del aludido funcionario judicial, que lesionó el derecho a la defensa y el derecho a la tutela judicial efectiva de las partes, las cuales se vieron impedidas en el ejercicio de los medios judiciales de impugnación del fallo por él proferido.  Así igualmente se declara.  

Con fundamento en los razonamientos expuestos, esta Sala Constitucional declara con lugar el recurso de apelación ejercido por el apoderado judicial de Textiles Intexca, C.A., revoca el fallo apelado y declara improcedente las acciones de   amparo constitucional interpuestas por las ciudadanas Mirla Thamara Tovar Quintana, Zenaida Ramírez Manríque, Yolimar González Liscano, Zenaida Fernández y María Isolína Salas, contra las sentencias dictadas el 29 de octubre de 2002, por el Juzgado Primero de Primera Instancia del Trabajo del Circunscripción Judicial del Estado Miranda, en los juicios por calificación de despido incoados por las ciudadanas antes identificadas. Así se decide.

VII
DECISIÓN
Por las razones anteriormente expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala Constitucional, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley declara: 1) CON LUGAR el recurso de apelación ejercido por el apoderado judicial de Textiles Intexca, C.A.; 2) REVOCA el fallo dictado el 19 de junio de 2003 y publicado el 12 de febrero de 2004, por el Juzgado Superior Primero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estrado Miranda,  que declaró con lugar la tutela constitucional solicitada; y 3) IMPROCEDENTE las acciones de amparo constitucional incoadas por las ciudadanas Mirla Thamara Tovar Quintana, Zenaida Ramírez Manríque, Yolimar González Liscano, Zenaida Fernández y María Isolína Salas, contra las sentencias dictadas el 29 de octubre de 2002, por el Juzgado Primero de Primera Instancia del Trabajo del Circunscripción Judicial del Estado Miranda, en los juicios de estabilidad laboral incoados por las prenombradas ciudadanas contra Textiles Intexca, C.A.

Queda de esta forma resuelto el recurso ejercido.

Publíquese, regístrese y remítase al tribunal de origen. 

Remítase copia certificada del presente fallo al el Juzgado Primero de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda.

Remítase copia certificada del presente fallo a la Inspectoría General de Tribunales, a fin de que ésta inicie las investigaciones pertinentes con el propósito de establecer las responsabilidades disciplinarias a que hubiere lugar.   
Dada, firmada y sellada en el Salón de Despacho de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los 22 días del mes de febrero dos mil cinco. Años: 194º de la Independencia y 146º de la Federación.

La Presidenta,

LUISA ESTELLA MORALES LAMUÑO

                               El Vicepresidente,

JESÚS EDUARDO CABRERA ROMERO

Los Magistrados,

PEDRO RAFAEL RONDÓN HAAZ  

                                                                   LUIS VICENCINO VELÁZQUEZ ALVARAY

FRANCISCO ANTONIO CARRASQUERO LÓPEZ       

                            Ponente

                                                                          MARCOS TULIO DUGARTE PADRÓN 

ARCADIO DE JESÚS DELGADO ROSALES

El Secretario,

JOSÉ LEONARDO REQUENA CABELLO
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